El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:


Auto  – 06 de julio de 2017 – Nulidad falta de competencia funcional
Proceso: 



Tutela – 

Radicación Nro. :
  

66001-31-03-004-2017-00142-01
Accionante:


Personero Municipal de Dosquebradas  en representación de Hans Echeverri Aguirre y Luz Mery Hincapié Ayala.
Accionado:


Corporación Autónoma Regional de Risaralda -CARDER- y el Consorcio Pereira-Dosquebradas, a la que fueron vinculadas la Alcaldía de Dosquebradas, su Secretario de Gobierno y el Subdirector de Gestión Ambiental y Territorial de la CARDER.
Magistrado Sustanciador:  

Claudia María Arcila Ríos
Temas: 



NULIDAD – FALTA DE COMPETENCIA FUNCIONAL – CARDER – COMPETENCIA DE TRIBUNAL EN PRIMERA INSTANCIA – REMISIÓN OFICINA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL PARA NUEVO REPARTO - “Revisada la actuación se evidencia que en el curso de la primera instancia se incurrió en la causal de nulidad prevista por el numeral 1º del artículo 133 del Código General del Proceso, toda vez que el juzgado no tenía competencia funcional para decidir la acción constitucional. 

4. En efecto, la competencia para conocer del asunto la tienen los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, Administrativos y Consejos Seccionales de la Judicatura, de conformidad con el numeral 1º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000, según el cual a esas Corporaciones les serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad pública del orden nacional, categoría esta que participa la CARDER, entidad administrativa de naturaleza jurídica especial…”

(…)

Y aunque la acción involucra también a un particular y a funcionarios de la Alcaldía Municipal de Dosquebradas, la competencia sigue radicada en los citados jueces colegiados de conformidad con las reglas del artículo 1° del Decreto 1382 ya citado, que en su parte pertinente, dice: “Cuando la acción de tutela se promueva contra más de una autoridad y éstas sean de diferente nivel, el reparto se hará al juez de mayor jerarquía…”

Por lo tanto, como el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira carecía de competencia funcional para conocer de la acción, se configuró la nulidad prevista por la disposición arriba citada. En consecuencia, se invalidará la sentencia que ese despacho profirió en este asunto, de acuerdo con el artículo 138 del Código General del Proceso, y se ordenará remitir el expediente a la oficina de Administración Judicial de la ciudad para que proceda a repartir esta acción entre los Magistrados del Tribunal Superior del Distrito Judicial, Administrativos y del Consejo Seccional de la Judicatura.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, julio seis (6) de dos mil diecisiete (2017)


Expediente No. 66001-31-03-004-2017-00142-01
1. Sería del caso decidir la impugnación que interpusieron el Personero Municipal de Dosquebradas y el Secretario General y de las TIC de la Alcaldía de Dosquebradas, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, el 30 de mayo último, en la acción de tutela que instauró el primero de tales funcionarios, en nombre de los señores Hans Echeverri Aguirre y Luz Mery Hincapié Ayala, contra la Corporación Autónoma Regional de Risaralda -CARDER- y el Consorcio Pereira-Dosquebradas, a la que fueron vinculadas la Alcaldía de Dosquebradas, su Secretario de Gobierno y el Subdirector de Gestión Ambiental y Territorial de la CARDER, pero se ha configurado una nulidad que es del caso declarar.

2. La acción correspondió al citado juzgado que la admitió por auto del pasado 19 de mayo. A la instancia se puso término con la sentencia referida, en la que se concedió el amparo reclamado. 

3. Revisada la actuación se evidencia que en el curso de la primera instancia se incurrió en la causal de nulidad prevista por el numeral 1º del artículo 133 del Código General del Proceso, toda vez que el juzgado no tenía competencia funcional para decidir la acción constitucional. 

4. En efecto, la competencia para conocer del asunto la tienen los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, Administrativos y Consejos Seccionales de la Judicatura, de conformidad con el numeral 1º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000, según el cual a esas Corporaciones les serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad pública del orden nacional, categoría esta que participa la CARDER, entidad administrativa de naturaleza jurídica especial, como lo ha definido ya la Corte Constitucional:
“2.3.2. En vista de la disparidad descrita, la Sala Plena unificó su posición en el referido auto, en el sentido de acoger la tesis conforme a la cual las Corporaciones Autónomas Regionales son entidades administrativas del orden nacional, con una naturaleza jurídica especial, por consiguiente concluyó que las acciones de amparo que se dirijan contra las CAR deben ser repartidas a los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, Tribunales Administrativos o a los Consejos Seccionales de la Judicatura, conforme con la regla de reparto prevista en el numeral 1° del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, que se refiere a las acciones de tutela interpuestas en contra de entidades públicas del orden nacional.”

Criterio que también ha adoptado la Corte Suprema de Justicia, que sobre el particular ha dicho:

“1.- De conformidad con lo establecido en el artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, esta Sala es competente para resolver la réplica de la referencia, por la naturaleza jurídica de la entidad accionada.

Si bien venía sosteniéndose que por ser las Corporaciones Autónomas Regionales descentralizadas por servicios del orden nacional, los amparos interpuestos frente a ellas debían ser fallados en primera instancia por los jueces del circuito (Decreto 1382 de 2000), no obstante, la Corte varió ese criterio y ahora estima que las mismas detentan autonomía y, por lo tanto, el conocimiento de los reclamos constitucionales en su contra corresponde a los Tribunales Superior de Distrito Judicial y en segundo grado a esta Colegiatura.”

5. Y aunque la acción involucra también a un particular y a funcionarios de la Alcaldía Municipal de Dosquebradas, la competencia sigue radicada en los citados jueces colegiados de conformidad con las reglas del artículo 1° del Decreto 1382 ya citado, que en su parte pertinente, dice: “Cuando la acción de tutela se promueva contra más de una autoridad y éstas sean de diferente nivel, el reparto se hará al juez de mayor jerarquía…”
6. Por lo tanto, como el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira carecía de competencia funcional para conocer de la acción, se configuró la nulidad prevista por la disposición arriba citada. En consecuencia, se invalidará la sentencia que ese despacho profirió en este asunto, de acuerdo con el artículo 138 del Código General del Proceso, y se ordenará remitir el expediente a la oficina de Administración Judicial de la ciudad para que proceda a repartir esta acción entre los Magistrados del Tribunal Superior del Distrito Judicial, Administrativos y del Consejo Seccional de la Judicatura. 
Lo anterior, siguiendo de cerca el precedente de la Corte Suprema de Justicia, que en materia de nulidades por competencia funcional en sede de tutela, ha dicho:


“… 4. En cuanto a la potestad para decretar nulidades, esta Corporación señaló que: 

«(…) hace suya la preocupación de la Honorable Corte Constitucional… sobre la imperiosa necesidad de evitar la dilación en el trámite de las acciones de tutela para garantizar su finalidad, eficiencia y eficacia, esto es, la protección efectiva e inmediata de los derechos fundamentales… Empero, no comparte su posición respecto a que los jueces ‘no están facultados para declararse incompetentes o para decretar nulidades por falta de competencia con base en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto del decreto 1382 de 2000’ el cual ‘…en manera alguna puede servir de fundamento para que los jueces o corporaciones que ejercen jurisdicción constitucional se declaren incompetentes para conocer de una acción de tutela, puesto que las reglas en él contenidas son meramente de reparto’… En efecto, el Decreto 1382 de 2000, reglamenta el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 relativo a la competencia para conocer de la acción de tutela y, por supuesto, establece las reglas de reparto entre los jueces competentes. Pero también, dispone directrices concretas para el conocimiento;…Por otra parte, aunque el trámite del amparo se rige por los principios de informalidad, sumariedad y celeridad, la competencia del juez está indisociablemente referida al derecho fundamental del debido proceso…, el acceso al juez natural y la administración de justicia» (CSJ ATC, 13 may. 2009, rad. 00083-01, ratificado en ATC1194 3 mar. 2016, rad. 00014-01 y, ATC3603-2016, 9 jun. rad. 00045-01)”
 
7. Esta Sala no desconoce el contenido del auto 124 de 2009, proferido por la Corte Constitucional, que impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata; sin embargo, comparte el criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela, que ha mantenido desde años atrás
. 

Además, por mandato del artículo 230 de la Constitución Política, los jueces están sometidos al imperio de la ley y por ende, no están obligados por ningún precepto jurídico a acoger, sin posibilidad de crítica ni discernimiento, el criterio plasmado por la Corte Constitucional en el último auto citado, del que respetuosamente esta Sala se aparta, con fundamento en las providencias de la Corte Suprema de Justicia citadas, que encuentran sustento en la normatividad jurídica.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Declarar la nulidad de lo actuado en esta acción de tutela instaurada por el Personero Municipal de Dosquebradas, en nombre de los señores Hans Echeverri Aguirre y Luz Mery Hincapié Ayala, contra la Corporación Autónoma Regional de Risaralda -CARDER- y el Consorcio Pereira-Dosquebradas, a la que se dispuso vincular a la Alcaldía de Dosquebradas, a su Secretario de Gobierno y al Subdirector de Gestión Ambiental y Territorial de la CARDER, desde la sentencia proferida. 

SEGUNDO: Por la secretaría, remítase el expediente a la Oficina de Administración Judicial para que sea repartido entre los Magistrados del Tribunal Superior del Distrito Judicial, Administrativos y del Consejo Seccional de la Judicatura.
TERCERO: Infórmese de esta decisión al Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad.
CUARTO: Entérese a las partes de la presente decisión por el medio más eficaz.

Notifíquese y cúmplase,  

La Magistrada,




        CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

� Auto 150 de 2013


� Sala de Casación Civil, M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez, sentencia de tutela de STC10485-2015 del 10 de agosto de 2015, radicado No. 11001-22-03-000-2015-01418 -01 


� Sala de Casación Civil, MP. Luis Alonso Rico Puerta, auto de tutela ATC188-2017 de 20 de enero de 2017. Radicación No. 11001-22-03-000-2016-02497-01


� Ver por ejemplo autos del 30 de abril de 2010, MP. Arturo Solarte Rodríguez; del 5 de julio de 2011, MP. Fernando Giraldo Gutiérrez; del 8 de febrero de 2013, MP. Arturo Solarte Rodríguez; del 6 de febrero de 2015, MP. Margarita Cabello Blanco; del 17 de agosto de 2016, MP. Luis Armando Tolosa Villabona y del 4 de mayo de 2017, MP. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo.







